PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe sobre los siguientes aspectos vinculados con la seguridad en las zonas anegadas o inundadas del Departamento La Capital:

a) Cantidad de efectivos de la Policía de la Provincia afectados a los mismos.

b) Indicar si la provincia ha solicitado la intervención de fuerzas de seguridad y militares nacionales a los fines de la seguridad y la logística ante el siniestro, dando cuenta de los efectivos y medios de jurisdicción nacional afectados a cada actividad, y de los acuerdos alcanzados con el Estado Nacional al respecto.

c) Con relación a las tareas de vigilancia, prevención y represión a los fines de evitar actos delictivos en las zonas anegadas y/o inundadas, se requiere: a) Personal y medios afectados, con discriminación de su jurisdicción; b) Hechos delictivos o presuntamente delictivos, detectados, evitados o reprimidos, con indicación de circunstancias, protagonistas, eventuales enfrentamientos, detenidos, heridos, muertos con indicación de su identidad, etc. c) Identificar las causas judiciales iniciadas como consecuencia de este accionar.

d) Informar si ante la presencia de particulares alojados en techos de viviendas anegadas, y ante el riesgo de eventuales actos delictivos, se instruyó a los mismos sobre las formas de preservar su seguridad y se los proveyó de armamento a tales fines.

e) Si durante este accionar se realizaron tareas de patrullaje aéreo por medio de helicópteros, y si de los mismos surgieron acciones que desalentaron, evitaron o reprimieron los delitos. Indicar además los hechos concretos, los detenidos, heridos y/o muertos resultantes de estos hechos e identificar las causas judiciales iniciadas en su consecuencia.

Señor Presidente:

A lo largo de varios días posteriores a la fecha del siniestro hídrico por todos conocido, la alarma se orientó hacia la falta de seguridad en las zonas inundadas y anegadas.

Se hablaba de saqueos en diversas modalidades y los disparos de armas de fuego fueron habituales y corrientes, fundamentalmente en la zona oeste de la ciudad de Santa Fe, oídos por todos y no consecuencia de versiones infundadas o interesadas.

A partir de un determinado momento, fuerzas nacionales tomaron a su cargo la conducción de los operativos de seguridad, y poco a poco la violencia observada en los días previos pareció aminorar, la prensa omitió toda información sobre la seguridad en las zonas afectadas, y al mismo tiempo crecieron informaciones difundidas por vías informales que daban cuenta de supuestos enfrentamientos y muertes entre bandas de delincuentes que se disputarían “zonas” para el robo, pero también de informaciones proporcionadas por la policía provincial para identificar a determinadas personas (supuestos delincuentes) por parte de las fuerzas nacionales, y de acciones concretadas desde helicópteros oficiales que, previos pedidos de identificación, baleaban a los sospechosos que no satisfacían sus requerimientos sin más trámite, abandonando a las víctimas en el agua y a su suerte. Estos procedimientos también incluirían, según las versiones, a supuestos inocentes que habrían resultado víctimas de tales operativos e incluyen apellidos de presuntos delincuentes ultimados (Sanabria, Panza, etc).

Resulta exagerado atribuir el sinnúmero de versiones exclusivamente al imaginario popular, a supuestas dobles intenciones de quienes las difunden, como también resulta exagerado dar crédito a todo lo que los santafesinos consideran verdadero.

Esta información colectiva, transmitida boca a boca, que oficialmente se puede negar, pero que forma parte de la realidad sobre la base de la información disponible, requiere de conductas transparentes en materia de información a la sociedad por parte del estado sobre la administración de la seguridad, y esta responsabilidad no alcanza con exclusividad al Poder Ejecutivo o al Ministerio de Gobierno de la provincia, los legisladores tenemos también la responsabilidad de exigir a los funcionarios directamente responsables la totalidad de la información sobre lo hecho y lo planificado en materia de seguridad, para evitar que lo acontecido quedo inmerso en las páginas oscuras de los relatos populares, o quede la sospecha de que resulta posible la administración de “justicia” sin intervención del Poder Judicial.

